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ANTEPROYECTO DE  LEY DE ORDENACIÓN DEL RÉGIMEN DE LOS FUNCIONARIOS, LOS DIRECTIVOS PÚBLICOS Y LA GESTIÓN DE LOS RECURSOS HUMANOS EN LA COMUNIDAD VALENCIANA.

PREAMBULO

Antecedentes y situación actual

El antecedente legal sustantivo de la presente ley lo constituye la Ley 10/1985, de 31 de julio de la Generalitat Valenciana, ya que ha sido la base sobre la que se han articulado modificaciones posteriores, a través de textos refundidos en forma de decretos legislativos, para introducir modificaciones en su mayoría producidas, tanto por Leyes de Medidas del Estado, cuando han tenido carácter básico, como por Leyes de Medidas de la Generalitat Valenciana.

Es evidente, que la realidad de la Administración de la Generalitat Valenciana era en aquel entonces totalmente distinta a la actual, entre otras cosas porque la realidad social sobre la que se sustentan los poderes públicos, en general ha sufrido' una profunda transformación, y solo este hecho haría deseable una actuación de las normas por las que dichos poderes se rigen, como la que aquí se postula.

Pero sucede, además, que en el tiempo transcurrido desde entonces, junto a indudables aciertos se han acumulado en la Administración una serie de disfunciones, algunas no fáciles de prever como los procesos de transferencias, y otras, comunes en casi todas las Administraciones, configurando una realidad tan distorsionada que hace imprescindible, no solo la actualización sino una profunda corrección y transformación de la Administración.

Desde otra perspectiva, las innovaciones tecnológicas introducidas en la Administración han sido así mismo factor determinante para cambiar el panorama de. "Administración" con el que se encontraron los legisladores de 1985.

La carencia de una autentica carrera profesional, hasta el punto de que no son pocas los funcionarios cuyas posibilidades de promoción son prácticamente inexistentes, ha ocasionado tal perversión en el sistema que es practica habitual la reclasificación de los puestos, de trabajo como incentivo retributivo provocando que se modifiquen las características propias de estos puestos al margen de las autenticas necesidades organizativas.

El sistema de puestos de trabajo, establecido para las Administraciones con carácter básico, mediante Ley de Medidas para la Reforma de la función Publica de 1.984, fue recogido en la Ley de la Función Pública Valenciana de 1.985 y ha sido interpretado y aplicado de tal forma en nuestra Administración, que puede afirmarse que cada empleado público ha llegado a estar incardinado en la organización a través de un puesto de trabajo singular e irrepetible con sus propias características y funciones distintas siempre de las de público ha llegado a estar incardinado en la organización a través de un puesto de trabajo singular e irrepetible con sus propias características y funciones, distintas siempre de las de los demás. Ello supone que los mínimos requerimientos de adaptación del trabajo a nuevas necesidades organizativas constituyan un proceso lleno de dificultades.

Aunque la Ley de Función Pública Valenciana, prevé la creación de Cuerpos, Clases y Escalas de la Administración Especial, dicha previsión no se ha cumplido, por lo que los funcionarios de administración especial no pasan de ser, en la actualidad, un colectivo heterogéneo, definido siempre por exclusión de los de administración general, carentes de estructuración y clasificación por especialidades. Problemática esta que viene agravada en cada transferencia de competencias del Estado a la Comunidad ya que hay que integrar en el sistema a funcionarios pertenecientes a Cuerpos y Escalas de la Administración del Estado, correspondientes a profesiones y especialidades nuevas y diversas.

Otro factor importante de distorsión ha sido el proceso de "laboralización" de los puestos de Administración Especial realizado en nuestra Comunidad. En el preámbulo de la primitiva Ley de 1.985, se optaba expresamente por la aplicación de un régimen de Derecho Administrativo al personal a su servicio, dentro de una Administración que se estructuraba en puestos de trabajo. Sin embargo, se clasificaron como de naturaleza laboral todos los puestos de Administración Especial, actuación que hubo de ser corregida por la Sentencia 99/1987, de 11 de junio, del Tribunal Constitucional. A esta sentencia la Administración del Estado dio respuesta con la promulgación de la ley 23/1988 de 21 de julio, no obstante, la Generalitat Valenciana no introdujo las necesarias modificaciones en su propia ley, hasta la publicación de la Ley 6/1990, de 14 de noviembre. Este notorio retraso supuso que un muy elevado número de empleados públicos ocupara puestos de naturaleza funcionarial, cuando habían sido seleccionados como personal laboral. Para corregir esta grave disfunción, en la mencionada Ley 6/1990, una Disposición Transitoria permitió la transformación de este personal laboral en funcionario, pero lo cierto es, que tras varios intentos fallidos, el objetivo se consiguió gracias a la aprobación de la Ley 1/1996, de 26 de abril, de la Generalitat Valenciana, "De adaptación del Régimen Jurídico del personal de la Generalitat Valenciana a la naturaleza de os puestos que ocupa", que ha requerido un dilatado proceso de gestión, para la realización de los correspondiente cursos selectivos a través de los cuales el personal laboral ha podido adaptarse a la naturaleza funcionarial de los puestos que venía ocupando.

Las consecuencias negativas de esta situación han sido evidentes: imposibilidad de llevar a cabo concursos de traslado al no poder concurrir el personal laboral a puestos de naturaleza funcionarial, así las diversas convocatorias que se hicieron obviando esta exigencia, fueron una tras otra anuladas por el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, dificultad de Instrumentar ofertas de empleo público en los últimos años, y como consecuencia última de todo ello, la proliferación de comisiones de servido y de nombramientos de carácter interino ante la falta de convocatorias de procesos de Ingreso y provisorios en la Administración de la Generalitat Valenciana.

Finalmente; cabe señalar que la posibilidad de establecer complementos de productividad, con el que se supone que debería retribuirse el interés. y rendimiento de cada funcionario, se ha venido incluyendo en las sucesivas Leyes de Presupuestos de la Generalitat, sin que hasta la fecha se haya hecho uso de la misma, con la consecuencia de un funcionario desmotivado en su que hacer diario y correlativamente falto de interés sobre el resultado final de sus funciones y apegado a un puesto sin posibilidades de promoción personal.

Objetivos y estructura de la presente 

La presente Ley no. se limita a despejar y ordenar la situación anteriormente descrita, si no que con escrupuloso respeto al Ordenamiento jurídico introduce novedades que afectan substantivamente a la Administración de la Generalitat.

La ley establece un régimen jurídico único de naturaleza administrativa, y por tanto, un Estatuto del Funcionario Publico común, a reserva de aquellos aspectos sectoriales o específicos, que normas básicas determinen.'

Por lo que se refiere a la gestión de los recursos humanos se parte de una planificación de los mismos que. tendrá en cuenta la dimensión, reasignación y modernización de los medios instrumentales que utilicen para conseguir mejorar la prestación de servicios a los ciudadanos con el menor coste posible.

La Administración se estructura en Grupos Profesionales en os que se integran los funcionarios en razón de su formación y aptitudes profesionales que les permitan realizar las funciones homogéneas y propias de cada Grupo Profesional. Dentro de cada Grupo Profesional tienen cabida distintas categorías escalonadas con las correspondientes plazas. El funcionario podrá acceder a otras plazas de la misma o superior categoría por antigüedad. Así mismo, podrá acceder a plazas de superior categoría y a puestos singulares y de jefatura a través del procedimiento provisorio de concurso de méritos.

Entre las retribuciones de los funcionarios se regula el complemento por rendimiento, con el que se retribuirá la actividad e iniciativa ligadas al desempeño de las funciones.

Se introduce la figura del Directivo Público al que se encomienda la ejecución y responsabilidad de realización de una actividad tendente al logro de unos objetivos susceptibles de ser medidos y evaluados. Se prevé la existencia de Directivos Públicos, con carácter temporal, profesionales de alta cualificación y experiencia contrastadas, que pueden proceder del sector privado, para realizar las funciones y actividades precisas para consecución de los objetivos que se les fije, aunque no ejercerán las competencias de carácter administrativo que sean propias y exclusivas de los órganos de esta naturaleza.

El Ingreso de las Administraciones Públicas se realiza a través de procesos selectivos que garantizan siempre el cumplimiento de los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad y publicidad. Estos principios son igualmente de aplicación a quienes desempeñen temporalmente plazas vacantes o sustituciones, ya que para ello deberán adquirir la condición de habilitados mediante la superación de alguna de las pruebas de los procesos que se convoquen para ingresar en la Administración Pública. La temporalidad de éstos está sujeta a término inaplazable, en cuanto tendrán que acudir preceptivamente a las inmediatas siguientes convocatorias para ingreso en la Administración, perdiendo la condición de habilitado quienes no superen la totalidad del proceso selectivo en la segunda de las mismas.

Se crea una Comisión Superior de Calificación y Selección del Personal a la que corresponde nombrar a los Tribunales que han de calificar las pruebas selectivas para el ingreso en la Administración, así como evaluar los concursos de méritos que se convoquen. La cualificación profesional y experiencia que se exige a los pertenecientes a esta Comisión, el tiempo de permanencia en la misma así como la independencia de actuación de que disponen, garantizan la objetividad y la homogeneidad de criterios en los procesos selectivos y provisorios en los que actúen.

La determinación de las condiciones de trabajo se regulan en la presente Ley, recogiendo, como no. podía ser. de otro modo lo establecido en el ordenamiento jurídico y especialmente en la Ley 9/1987 de 12 de junio, dé Organos de Representación, Determinación de las Condiciones de Trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas. Al mismo tiempo se excluyen, aquellas otras que por afectar al ejercicio exclusivo de competencias de la administración sólo son de su intransferible responsabilidad, por lo que renunciar o hacer partícipe de las mismas a otras instituciones u organizaciones supondría eludir la toma de decisiones que amparadas por el ordenamiento jurídico debe promover para defender el interés general de todos los ciudadanos, a cuyo servicio no sólo está la Administración Pública, sino las propias organizaciones sindicales con representación en la misma.

Para velar por la correcta aplicación de los preceptos de la Ley se crea una Comisión de Garantías de la Función Pública, cuya independencia queda salvaguardada tanto por la duración del mandato de sus miembros, como por la exigencia de profesionalidad y experiencia, que se les exige para formar parte de la misma.

Esta Comisión está dotada de amplias y concretas competencias en el ejercicio del arbitraje, que permite finalizar las cuestiones litigiosas en los procedimientos administrativos evitando su judicialización, e inclusive, si esta llega a producirse promover acuerdos entre la Administración y demandantes que impliquen la desaparición de la controversia, logrando una satisfacción extra procesal dentro del propio proceso contencioso administrativo.

Por último la presente Ley requiere, como complemento indispensable, de un texto normativo por el que se creen. y regulen los grupos profesionales y categorías de funcionarios previstos en la misma, en los que se integren los funcionarios incluidos en su ámbito de aplicación. Por ello, la Disposición Transitoria Primera emplaza al Gobierno para que, en seis meses, presente a las Cortes Valencianas el proyecto de ley que cree y regule dichos grupos profesionales y sus categorías, con cuya aprobación podrá entrar en vigor la parte del articulado de la presente Ley que tiene íntima relación con el nuevo sistema de grupos y categorías profesionales, de acuerdo con lo previsto en su Disposición Final Primera.

TÍTULO I

OBJETO, AMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS DE ORDENACIÓN DE LA FUNCION PÚBLICA.

Artículo 1. Objeto.

Artículo 2. Ambito de aplicación.

Artículo 3. Principios de ordenación de la Función Pública.

Artículo 4. Clases de personal.

Artículo 5. Uso del Valenciano.

TITULO II

ESTATUTO DEL FUNCIONARIO PUBLICO

CAPITULO I

Disposiciones Generales.

Artículo 6. Funcionario Público.

Artículo 7. Adquisición de la condición de funcionario.

Artículo 8. Extinción de la condición de funcionario.

Artículo 9. Derechos del funcionario.

Artículo 10. Deberes del funcionario.

Articulo 11. Responsabilidad y protección del funcionario en el ejercicio de sus funciones.

Articulo 12. Incompatibilidades

CAPITULO II

Sistema retributivo

Artículo 13. Principios generales del sistema retributivo.

Artículo 14. Retribuciones.

CAPÍTULO III

Condiciones de trabajo.

Artículo 15. Ordenación del tiempo de trabajo.

Artículo 16. Reducción del tiempo de trabajo.

Artículo 17. Vacaciones.

CAPÍTULO IV

Situaciones administrativas.

Artículo 18. Situaciones administrativas.

Artículo 19. Servicio activo.

Artículo 20. Servicios en otra Administración.

Articulo 21. Servicios especiales.

Articulo 22. Expectativa de destino.

Articulo 23. Excedencia voluntaria.

Articulo 24. Excedencia voluntaria incentivada.

Articulo 25. Excedencia especial.

Articulo 26. Excedencia forzosa.

Artículo 27. Suspensión de funciones.

Artículo 28. Reingreso al servido activo.

CAPITULO V

Régimen disciplinario de los funcionarios.

Articulo 29. Responsabilidad disciplinaria.

Artículo 30 Principios de la potestad disciplinaria.

Artículo 31 Clases de faltas.

Artículo 32 Faltas muy graves.

Artículo 33 Faltas graves.

Artículo 34 Faltas leves.

Articulo 35 Sanciones.

Artículo 36 Prescripción de faltas y sanciones.

Artículo 37 Procedimiento. Sancionador.

TITULO III

ESTATUTO DE LOS DIRECTIVOS PÚBLICOS.

Articulo 38. Directivos públicos.

Artículo 39. Principios reguladores.

Artículo 40. Nombramiento de los directivos públicos.

Articulo 41. Determinación de objetivos y evaluación.

Artículo 42. Duración del mandato, renovación y remoción.

Artículo 43. Retribuciones.

TÍTULO IV

PERSONAL EVENTUAL

Artículo 44. Personal eventual.

TÍTULO V

PERSONAL HABILITADO.

Artículo 45. Personal habilitado.

TÍTULO VI

PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN DE LOS RECURSOS HUMANOS EN LA  ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO I

Planificación.

Artículo 46. Planificación de recursos humanos.

CAPÍTULO II

Gestión de recursos humanos.

Artículo 47. Organización.

Artículo 48. Grupos profesionales y categorías.

Artículo 49. Carrera profesional.

Artículo 50. Evaluación del rendimiento en el desempeño de sus funciones.

CAPITULÓ III

Selección del personal.

Artículo 51. Admisión a los procesos de selección.

Artículo 52. Procesos de selección de funcionarios.

Artículo 53. Proceso de selección de habilitados.

Artículo 54. Acceso del personal habilitado a la condición de funcionarios.

CAPÍTULO IV

Organización del personal

Artículo 55. Estructuras administrativas.

Artículo 56. Puestos de trabajo singulares y de jefatura.

Artículo 57. Las funciones.

Artículo 58. Formación.

Artículo 59. Registros de personal.

TÍTULO VII

LA COMISIÓN SUPERIOR DE CALIFICACIÓN Y SELECCIÓN DEL PERSONAL.

Artículo 60. La Comisión Superior de Calificación y Selección del Personal.

Artículo 61. Composición.

Artículo.62. Estatuto.

TÍTULO VIII

COMISIÓN DE GARANTIAS DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

Artículo 63. Comisión de Garantías de la Función Pública.

Artículo 64. Composición.

TÍTULO IX

DETERMINACIÓN DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO

Artículo 65. Negociación.

DISPOSICIONES ADICIONALES.

Primera. Programas de trabajo temporal.

Segunda. Asistencias técnicas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Primera. Adaptación dei actual sistema al previsto en esta Ley.

Segunda. Personal interino o integrado en bolsas de trabajo.

Tercera. Personal laboral.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Entrada en vigor.

Segunda. Desarrollo reglamentario de la Ley

TÍTULO I

OBJETO, AMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS DE ORDENACIÓN DE LA FUNCION PUBLICA

Artículo 1. Objeto

La presente ley tiene por objeto regular el estatuto del funcionario y del directivo público, y la gestión de los recursos humanos de la Generalitat, en el ejercicio de las competencias atribuidas por el 

Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, sin perjuicio de las bases establecidas por la normativa estatal.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

1. Esta Ley y las normas que se dicten para su ejecución y desarrollo, son de aplicación a los funcionarios y directivos públicos de  la Generalitat Valenciana, y a los de administración y servicios de las Universidades públicas de la Comunidad Valenciana.

2. Los órganos competentes de las Instituciones de Generalitat y de las Universidades públicas ejercerán las competencias que en esta Ley y en sus normas de ejecución y

desarrollo se atribuyan a los del Gobierno Valenciano.

3. El personal docente no universitario y el adscrito a la sanidad pública, se regirá por esta. Ley en tanto sea compatible con su naturaleza y características.

4.El personal de las Corporaciones Locales de la Comunidad Valenciana se regirá por lo

dispuesto en esta Ley en lo que no esté previsto por su normativa básica y la específica 

que dicte la Generalitat Valenciana, en el ejercicio de sus competencias.

Artículo 3. - Principios de ordenación Pública.

La ordenación de la Función Pública Valenciana se regirá por los siguientes principios:

1. Sometimiento a la Constitución, al Estatuto de Autonomía y, al resto del ordenamiento

jurídico.

2. Regulación preferente de las relaciones de servicio por el régimen jurídico administrativo.

3. Cumplimiento óptimo de las funciones que la ley atribuye a los poderes públicos para la realización del interés general y la satisfacción de los derechos de los ciudadanos.

4. Eficiencia en la utilización de los recursos públicos.

5. Igualdad, mérito, capacidad y publicidad como criterios de selección y promoción.

6. Etica profesional en el desempeño del servido público.

7. Como modelos de conducta a establecer para garantizar el ejercicio objetivo e imparcial del servicio público, la integridad, neutralidad y transparencia.

8. Como principios de ordenación y gestión de los recursos humanos, la jerarquía, especialización profesional, desconcentración de responsabilidades y austeridad.

9. Como principios inspiradores de las relaciones entre la Administración y el personal, el establecimiento de condiciones de trabajo basadas en el estímulo y la promoción.

10. Como principios inspiradores de las relaciones entre la Administración y los ciudadanos, el servicio, la cercanía, la receptividad a las necesidades y demandas, y la adaptación cambio.

11. Como principios de las relaciones entre Administraciones Públicas la coordinación, cooperación e información.
Artículo 4. - Clases de personal.

El personal al servicio de la Administración a que se refiere el artículo 2° de la presente Ley, podrá ser:

1. Funcionario público.

2. Directivo Publico.

3. Eventual.

4. Habilitado.

Artículo 5. - Uso del valenciano.

La Administración garantizará el derecho de los ciudadanos al uso del valenciano y promocionará su conocimiento y perfeccionamiento entre su personal

TÍTULO II

ESTATUTO DEL FUNCIONARI CAPÍTULO

Disposiciones.

Artículo 6. - Funcionario publico.

Es funcionario público quien habiendo cumplido todas las condiciones establecidas en el artículo 7 de esta ley y en virtud de nombramiento legal, Ingrese en el grupo profesional correspondiente y quede vinculado a la Administración por una relación de derecho administrativo, para el desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.

Artículo 7. - Adquisición de la condición de funcionario

La condición de funcionario se adquiere al cumplir sucesivamente los siguientes requisitos:

a) Superar las pruebas selectivas establecidas en la convocatoria pública.

b) Cumplir o acreditar que se reúne los requisitos establecidos en la convocatoria publica.

c) Aceptar el nombramiento por la autoridad competente y ser publicado el mismo en el Diario Oficial de la Generalitat Valenciana

d) Jurar o prometer respetar el Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, acatar la Constitución y las leyes y cumplir las obligaciones propias de la función que le sea encomendada.

e) Ocupar la plaza que se le asigne en el grupo profesional que le es propio e iniciar las funciones que tenga encomendadas, dentro dei plazo que se determine.

Artículo 8. - Extinción de la condición de funcionario.

Es causa de extinción de la condición de funcionario:

a) La renuncia manifestada por escrito y aceptada expresamente por la Administración.

b) La sanción disciplinaria firme de separación del servicio.

c) La imposición 'de la pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para el desempeño de cargo público, establecida por sentencia judicial firme.

d) La jubilación o incapacidad permanente para el servicio.

e) La pérdida de la nacionalidad que fue requisito para el ingreso

Artículo 9. - Derechos del funcionario.

El funcionario público tiene los siguientes derechos profesionales:

1. A desempeñar las tareas propias del grupo profesional al que pertenece.

2. A la carrera profesional a través de la promoción establecida en esta ley.

3. A percibir la retribución e indemnizaciones por razón del servicio, establecidas legalmente.

4. A la Inamovilidad en la residencia habitual, salvo necesidades ineludibles del servicio en los supuestos establecidos legalmente.

5. A recibir formación para su perfeccionamiento y promoción profesional.

6. A conocer los objetivos de la unidad administrativa en la que preste sus servicios y la evaluación de su cumplimiento.

7. Al respeto a su intimidad y dignidad en el ejercicio, de las funciones que tenga asignadas y a no sufrir discriminación, postergación ni trato injusto.

8. A medidas adecuadas de prevención de riesgos y. a la protección de su salud en el trabajo.

9. A vacaciones anuales retribuidas y a los permisos y licencias en Ios casos y condiciones que se determinen reglamentariamente.

10. A la jubilación en los términos y condiciones establecidas por la legislación.

11. A las prestaciones de Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.

12. Al ejercicio del derecho de huelga, a reunirse en asamblea, a participar en los órganos de representación de los funcionarios y, en general, al ejercicio de los derechos sindicales y de los 

derechos y libertades constitucionales, de conformidad con las disposiciones de carácter general que se dicten para las Administraciones publicas.

Artículo 10. - Deberes del funcionario.

Es deber del funcionario:

1. Respetar y acatar el Estatuto de Autonomía, la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico.

2. Servir con objetividad e imparcialidad el interés público, cumplir con eficacia y diligencia las funciones que tenga asignadas y perfeccionar sus conocimientos en relación con las funciones que desempeñe.

3. Mantener sigilo respecto de los asuntos de su competencia y no hacer uso Indebido de la información de que disponga en el ejercicio de las funciones que tenga asignadas.

4. Guardar diligencia, respeto y cortesía en las demandas de los ciudadanos en el ejercido sus funciones, facilitándoles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

5. Usar los medios de trabajo puestos a su disposición con corrección y austeridad.

6. Cumplir el régimen de jornada y tiempo de trabajo establecidos.

7. Adquirir la formación necesaria para su perfeccionamiento y adaptación profesional.

8. Cumplir el régimen de incompatibilidades.

9. Tratar con respeto y corrección a sus superiores, compañeros y subordinados.
10. Cumplir las ordenes de sus superiores jerárquicos en el ejercicio de las funciones que tenga asignadas.

Artículo 11. - Responsabilidad y protección del funcionario en el ejercicio de sus funciones.

1. El funcionario es responsable de las funciones que tenga asignadas, sin perjuicio de las que le pudiera corresponder a su superior inmediato, al que deberá informar de las incidencias que hubiere observado en el servicio.

2. La Administración se dirigirá contra el funcionario, directivo público, eventual o habilitado que hubiese causado daños a los ciudadanos o a los bienes es y derechos de la Administración, en los supuestos y por el procedimiento legalmente establecidos.

3. El personal a que se refiere el apartado anterior tiene derecho a recibir asistencia técnica y jurídica, así como protección de la Administración en los procedimientos judiciales que se sigan por actos u omisiones relacionado de forma directa con el ejercicio de sus funciones.

Articulo 12. - Incompatibilidades.

1. El funcionario público no podrá realizar otra actividad pública o privada, por cuenta propia o ajena, remunerada o no, que pueda menoscabar el estricto cumplimiento de sus deberes o comprometer su imparcialidad o su independencia o perjudique los intereses generales.

2. El funcionario público no podrá invocar o hacer uso de su condición de tal para el ejercicio de actividades mercantiles, industriales, o profesionales.

3. El funcionario público no podrá percibir mande un sueldo o remuneración periódica con cargo a los Presupuestos de las Administraciones, entidades o instituciones publicas, salvo las autorizadas por ley.

4. En cualquier caso el ejercicio de la función pública será incompatible con las siguientes actividades privadas:

a) Asesoramiento o pertenencia a Consejos de Administración de empresas privadas, siempre que su objeto social este directamente relacionado con actividades o servicios desarrollados por la Administración.

b) La titularidad individual o compartida de conciertos de prestación continuada o esporádica de servicios con la Administración, cualquiera que sea la naturaleza de estos.

c) La participación superior al 10 por ciento en el capital de sociedades que tengan conciertos o contratos, cualquiera que sea su naturaleza, así como el trabajo, regular o discontinuo, retribuido o no, sujeto o no a horario, al servicio de dichas sociedades.

5. El funcionario público tendrá la obligación de declarar y solicitar la compatibilidad de las actividades lucrativas profesionales, laborales, mercantiles o industriales que ejerza fuera de la Administración.

6: El ejercicio de una actividad compatible no servirá de excusa al cumplimiento de los deberes de asistencia al trabajo, al retraso, negligencia o descuido en el desempeño del mismo, ni a lo contenido en el 

apartado 1 de este artículo. En caso contrario, la Administración suspenderá inmediatamente la autorización de compatibilidad concedida.

7. La concesión y revocación de compatibilidad al funcionario corresponderá al Conseller competente en materia de función publica.

CAPÍTULO II

Sistema retributivo

Articulo 13. - Principios generales del sistema retributivo

1. El funcionario será retribuido por los conceptos y en la forma que se determina en la presente Ley.

2. El Funcionario no podrá percibir cantidad alguna en concepto de comisión o participación en tributos o cualesquiera otros ingresos de la Administración cómo contraprestación de servicios prestados, participación o premio en multas impuestas.

3. La cuantía de los conceptos retributivos de los funcionarios deberá figurar en los Presupuestos de la Generalitat.

4. Las retribuciones anuales se abonarán al funcionario en doce pagas ordinarias mensuales y en dos pagas extraordinarias, por importe, al menos, del sueldo base y trienios. Las pagas extraordinarias se abonarán en. los meses de junio y diciembre.

Artículo 14. - Retribuciones.

1.Las retribuciones del funcionario público, se clasifican en básicas y complementarias.

2. Son retribuciones básicas:

a) El sueldo base, asignado a cada grupo profesional.

b) Los trienios, que se percibirán en función del tiempo de servicios prestados en cada grupo profesional.

3. Son retribuciones complementarias:

a) La categoría, que retribuirá la que posea el funcionario dentro su grupo profesional, y en la que se incluye el complemento de destino.

b) Complemento específico de puesto, que percibirá el funcionario que ocupe un puesto de trabajo singular o de jefatura, en atención a las exigencias de aptitud profesional, dificultad técnica y especial responsabilidad, o a sus características de dedicación especial o penosidad.

c) Rendimiento, que retribuirá el especial rendimiento, la dedicación e iniciativa, de acuerdo con la evaluación del desempeñó.

d) Por trabajos extraordinarios y por condiciones especiales de carácter excepcional y por trabajos no habituales, prestados fuera de la jornada laboral, o, nocturnos, festivos, penosos o de especial dedicación. No podrán ser fijos en su cuantía ni periódicos en su devengó.

4)El funcionario podrá percibir indemnización los gastos realizados por razón de las funciones que tenga asignadas.

CAPITULO III

Condiciones de trabajo

Articulo 15. Ordenación del tiempo de trabajo

1. El tiempo de trabajo se computará anualmente y será el mismo para todos los funcionarios. La duración máxima de la jornada laboral diaria y semanal, el disfrute del descanso semanal y el periodo mínimo de descanso entre cada jornada laboral se determinará reglamentariamente.

2. Por necesidades del servicio, la jornada laboral podrá distribuirse en turnos de trabajo que respetaran, en todo caso, el descanso semanal.

Artículo 16. - Reducción del tiempo de trabajo.

Podrán concederse en las condiciones que se determinen, reducciones del tiempo de trabajo en la jornada laboral en los siguientes supuestos:

a) Cuando por razones de guarda legal, el funcionario tenga a su cuidado directo á algún menor de ocho años o a un adulto que requiera especial atención o a un disminuido psíquico o físico.

b) Cuando el funcionario se encuentre en periodo de prorroga de su jubilación.

c) Cuando por enfermedad requiera tratamiento o cuidados especiales.

En estos supuestos, el funcionario tendrá derecho a reducir el tiempo de trabajo de su jornada laboral en la mitad o en un tercio, a su elección, recibiendo, entonces, una retribución equivalente al 60 por 100 y al 80 por 100, respectivamente, del importe de su retribución en jornada completa.

d) Cuando resulte compatible con las funciones que tenga asignadas, podrá concederse al funcionario una reducción del tiempo de trabajo de la jornada laboral hasta la mitad de la misma, con la consiguiente reducción proporcional en sus retribuciones.

Artículo 17. - Vacaciones

1. Todo funcionario tiene derecho a disfrutar, durante cada año natural, e vacaciones retribuidas de un mes, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de servicio durante el año fuese menor.

2. El régimen en que se disfruten las vacaciones se determinará reglamentariamente.

CAPÍTULO IV

Situaciones administrativas

Artículo 18. - Situaciones administrativas.

El funcionario se hallara en alguna de las siguientes situaciones:

a) Servicio activo.

b) Servicios en otra Administración Pública.

c) Servicios especiales.

d) Expectativa de destino.

e) Excedencia voluntaria

f) Excedencia voluntaria incentivada.

g) Excedencia especial.

h) Excedencia forzosa.

i) Suspensión de funciones.

Artículo 19. - Servicio activo

1. El funcionario se hallará en situación de servicio activo:

a) Cuando ocupe una plaza desempeñando funciones de su grupo profesional, un puesto de trabajo singularizado o de jefatura, o 'un puesto directivo publico.

b) Cuando se halle pendiente de ocupar una plaza por supresión de la que viniera ocupando, como consecuencia de un plan de ordenación de recursos humanos, mientras no sea declarado en situación de expectativa de destino.

c) Cuando se le adscriba a cualquiera otra Administración para realizar una función o servicio de carácter temporal.

2. Cuando un funcionario acceda a un puesto de trabajo singularizado o de jefatura, o a un puesto de directivo publico, a su cese, tendrá derecho a ocupar una plaza en la localidad donde la ocupara antes de su nombramiento, de su grupo profesional y categoría

3. El funcionario en situación de servicio activo tendrá los derechos, deberes y responsabilidades inherentes a su condición.

4. El funcionario suspendido cautelarmente de su condición de tal por decisión judicial o disciplinaria, se le considerará en situación de servicio activo, con las limitaciones en derechos y con los efectos que se deriven de dicha medida.

Artículo 20. - Servicios en otra Administración.

1. El funcionario que, por su condición de tal, y a través d un procedimiento legal, adquiera la condición de funcionario en otra Administración y este sometido a su normativa en situación de servicio activo o equivalente, será considerado en situación de servicios en otra administración.

2. En caso de reingreso a la Administración de origen se le computará a efectos de antigüedad, como en situación de servicio activo el tiempo en que permaneció en la otra Administración.

Articulo 21. - Servicios especiales

1. El funcionario se hallará en situación de servicios especiales:

a) Cuando acceda a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales, Parlamentario de las Cortes Valencianas, de una Asamblea de la Comunidad Autónoma o miembro del Parlamento Europeo.

b) Cuando acceda a la condición de miembro del Gobierno, del Consell, o de los órganos de gobierno de otra Comunidad Autónoma y Ciudades de Ceuta y Melilla, de Instituciones de la Unión Europea o de Organismos Internacionales, o sea nombrado alto cargo de las citadas Administraciones o Instituciones, cuando no se requiera que tenga la condición de funcionario.

c) Cuando desempeñe cargos electos retribuidos en régimen de dedicación exclusiva en las Corporaciones Locales.

d) Cuando sea elegido por las Cortes Valencianas miembro de las Instituciones de Autogobierno de la Generalitat.

e) Cuando se adscriba a los servicios del Tribunal Constitucional o del Defensor del Pueblo, preste servicios en el Tribunal de Cuentas en las condiciones previstas en su ley de funcionamiento, o en los óranos técnicos del Consejo General del Poder judicial, en los términos previstos porra ley Orgánica del Poder Judicial.

f) Cuando sea nombrado personal eventual de cualquier Administración Pública.

g) Cuando adquiera la condición de funcionario al servicio de organizaciones internacionales o de carácter supranacional.

h) Cuando adquiera la condición de miembro de la Comisión Superior de Calificación y Selección de Personal, prevista en esta ley.

i) En cualquiera otro supuesto en que así se disponga por ley.

2. El funcionario en situación de servicios especiales percibirá las retribuciones del cargo o puesto que desempeñe, sin perjuicio del derecho a percibir los trienios que tuviera reconocidos.

3. El funcionario que; hallándose en alguna de las situaciones contempladas en el apartado 1, optare por continuar percibiendo sus retribuciones como tal, se le considerará en situación de servicio activo.

4. Al funcionario en situación de servicios especiales se le computará el tiempo que así permanezca, como si se encontrara en situación de servicio activo a efectos de antigüedad y, al reingreso a esta efectiva 

situación, tendrá derecho a ocupar una plaza en la localidad de origen y en el grupo profesional y categoría que le corresponda, siempre y cuando, hubiere pasado a la situación de servicios especiales desde la de servicio activo u otra que tuviera reconocido el mismo derecho.

5. El funcionario en situación de servicios especiales deberá solicitar el reingreso al servicio activo en los treinta días siguientes al cese en cargo o puesto para el que hubiese sido elegido o designado. De no hacerlo así, pasará a la situación de excedencia voluntaria por interés particular, con efectos del día siguiente a aquél en que hubiera concluido el mencionado plazo.

Artículo 22. - Expectativa de destino

1.El funcionario se encontrará en situación de expectativa de destino cuando la plaza que viniera ocupando resulte amortizada por un plan de ordenación de recursos humanos, regulado en el artículo 46 de esta Ley, que comporte modificaciones organizativas y/o excedentes de recursos humanos y no haya obtenido, transcurrido más de un año, desde la amortización de la misma, otra de su grupo y categoría profesional, de acuerdo con lo previsto en el apartado siguiente.

2.Si la Administración con motivo de un plan de ordenación de recursos humanos debiera llevar acabo actuaciones de resignación de electivos, estas se realizarán con sujeción a las siguientes normas:

a) El funcionario o funcionarios afectados, por orden de antigüedad, deberá optar, obligatoriamente a las plazas vacantes que existan en su residencia habitual, de su mismo grupo profesional y categoría.

b) Cuando no existiera plaza vacante del mismo grupo profesional y categoría en la localidad residencia habitual del funcionario, este o estos, por arden de antigüedad, podrán optar, a una plaza vacante que implique cambio en la residencia habitual, con derecho al pago de las indemnizaciones por traslado que reglamentariamente se determinen, o a una plaza vacante de categoría inferior de su grupo profesional que no implique cambio de residencia.

3. Mientras se encuentre en situación de expectativa de destino, el funcionario percibirá las retribuciones básicas correspondientes a su grupo profesional más complemento de categoría y estará obligado a incorporarse al centro de trabajo en la Comunidad Valenciana que la Administración le designe para realizar funciones propias de su grupo profesional o de otro grupo profesional con funciones sustancialmente coincidentes, con derecho a percibir las indemnizaciones por traslado que reglamentariamente se establezcan, en el supuesto que implique cambio de residencia, así como, a asistir a los cursos de capacitación para los que se le convoque.

4. El funcionario que se encuentre en situación de expectativa de destino se asimilara a la de servicio activo, a los demás efectos.

5. Si, transcurrido un año a contar desde el momento en que se encuentre en situación de expectativa de destino, el funcionario no ocupara plaza en un centro de trabajo, en las condiciones reseñadas en el apartado 3, o incumpliese las obligaciones inherentes a dicha situación, pasará a la situación de excedencia forzosa.

Artículo 23. - Excedencia voluntaria

1. El funcionario se encontrará en situación de excedencia voluntaria en los siguientes supuestos:

a) Cuando acceda a la condición de funcionario en grupo profesional o preste servicios como funcionario o personal laboral en otra Administración publica, salvo que hubiese obtenido la correspondiente compatibilidad y no le corresponda encontrarse en otra situación de las establecidas en ésta ley.

b) A petición propia por interés particular, y por un periodo no inferior a un año, siempre que haya prestado servicios en alguna Administración, al menos, durante los cinco años anteriores a la petición y no este sometido a expediente disciplinario por falta grave o muy grave.

c) A petición propia, por agrupación familiar, por periodo no inferior a dos años, cuando su cónyuge resida en otra localidad por haber obtenido, plaza como funcionario o personal laboral en cualquiera de las Administraciones públicas, Organismos Públicos o Entidades Derecho Público dependientes 

o vinculadas a ellas, en los órganos Constitucionales o del Poder Judicial tanto del Estado como de las Comunidades Autónomas, así como de la Unión Europea o de Organismos Internacionales.

d) De oficio y por un periodo de un año, cuando el funcionario finalizada la causa que determinó su situación administrativa, incumpla la obligación de solicitar el reingreso al servicio activo.

2. El funcionario en situación de excedencia voluntaria conservará, a su reingreso, la categoría y antigüedad adquiridas en su grupo profesional pero no devengará derechos económicos ni se le computará a ningún efecto, el tiempo en el que permanezca en esta situación.

Articulo 24. - Excedencia voluntaria incentivada

1. El funcionario, al que su plaza resulte amortizada por un plan de ordenación de recursos humanos, regulado en el artículo 46, y habiendo solicitado otra de su grupo y categoría profesional, no la obtenga en cualquiera de las situaciones contenidas en el artículo 22, podrá solicitar la situación de excedencia voluntaria incentivada.

2. La excedencia voluntaria incentivada tendrá una duración de cinco años e impedirá prestar servicios en el sector público, cualquiera que sea su relación ya sea de naturaleza funcionaria como laboral.

3. El funcionario en situación de excedencia voluntaria incentivada tendrá derecho al cobro de una mensualidad similar a la devengada inmediatamente antes de pasar a esta situación, deducido el 

complemento por rendimiento, por cada año completo de servicios prestados en la Administración como funcionario o laboral, hasta un máximo de doce mensualidades.

4. El funcionario, finalizado el periodo de excedencia voluntaria incentivada, deberá solicitar su reingreso al servicio activo.

Artículo 25. - Excedencia especial

1. El funcionario podrá solicitar la situación de excedencia especial, en los siguientes casos:

a) Para atender al cuidado de un hijo ya lo sea por naturaleza o en adopción, por acogimiento permanente o pre adopción de menores, por tiempo no superior a tres años, a contar desde la fecha de nacimiento o de la resolución judicial o administrativa.

b) Para el cuidado y atención de familiares que se encuentren a su cargo, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad o enfermedad no puedan valerse por si mismos o requieran especial atención y no perciban retribución alguna, mientras dure tal situación.

c) Para realizar cursos o actividades de formación directamente relacionados con las funciones que vinieran desempeñando en la Administración, por el tiempo de duración de los mismos, siempre superior a un año.

2. El período de excedencia especial para los supuestos contemplados en los apartados a) y b) será único por cada sujeto causante. Cuando un nuevo sujeto causante diera lugar a una nueva excedencia, su disfrute pondrá fin a laque se viniese ejerciendo.

3. En caso de que dos funcionarios tuvieren al mismo tiempo derecho a la excedencia especial por el mismo sujeto causarte, la Administración podrá limitar motivadamente, su ejercicio simultáneo por necesidades derivadas del funcionamiento de los servicios.

4. El funcionario en situación de excedencia especial no devengará derechos económicos pero el tiempo de, permanencia en esta situación será computable a efectos de antigüedad.

5. Concluido el período de ejercicio de situación de excedencia especial, los interesados deberán reincorporarse al servicio activo.

6. El funcionario, a su reingreso a la situación de servicio activo, tendrá derecho a ocupar una plaza en la localidad donde anteriormente la ocupara y en el mismo grupo profesional y categoría.

7. Aun cuando no hubiese expirado el período de concesión de la situación de excedencia especial, el funcionario podrá solicitar su reincorporación a la situación de servicio activo.

Artículo 26- Excedencia forzosa 

1. El funcionario pasará a la situación de excedencia forzosa:

a) Cuando haya cumplido el plazo máximo de permanencia en la situación de expectativa de destino o incumpla las obligaciones inherentes a ella.
b) Cuando se encuentre en la situación de suspensión de funciones, y habiendo solicitado el reingreso al servicio activo, una vez cumplida la pena o sanción este no le sea concedo en el plazo de seis meses.

2. El funcionario en situación de excedencia forzosa conservará la categoría y antigüedad y tendrá derecho a percibir las retribuciones básicas. El tiempo que pase en ésta situación será computable a efectos de antigüedad.

3. El funcionario en excedencia forzosa procedente de la situación de suspensión de funciones deberá aceptar la plaza que la Administración provisionalmente le asigne, para realizar funciones propias de su grupo profesional y categoría en cualquier centro de trabajo en la Comunidad Valenciana, y participar en todos los procesos de provisión de plazas de su grupo profesional que se convoquen.

4. El funcionario en excedencia forzosa procedente de la situación de expectativa de destino deberá, obligatoriamente, participar. en los procesos provisorios que se le indiquen, o aceptar la plaza que la Administración provisionalmente le asigne, para realizar funciones propias de su grupo profesional en cualquier centro de trabajo en la Comunidad Valenciana, teniendo derecho a las indemnizaciones por traslado de localidad que reglamentariamente se establezcan cuando ello implique cambio de residencia, y participar en los cursos de capacitación para los que se le convoque.

5. El funcionario en situación de excedencia forzosa no podrá ocupar plaza ni prestar servicios en el sector público, bajo ningún tipo de relación ya sea de naturaleza funcionarial o laboral, en caso contrario, pasará a la situación de excedencia voluntaria.

Artículo 27. - Suspensión de funciones.

1. El funcionario se hallará en situación de suspensión de funciones en virtud de sentencia firme dictada en causa criminal o por sanción administrativa firme, con la duración y, efectos que determinen las mismas.

2. El funcionario en situación de suspensión de funciones quedará privado dei ejercicio de las mismas y de todos los derechos inherentes a su condición y no podrá prestar servicios en el sector público.

3. Concluido el periodo en suspensión de funciones, el funcionario deberá solicitar su reingreso a la situación de servicio activo en el plazo de un mes; en caso contrario, será declarado en situación de excedencia voluntaria por interés particular por un periodo mínima de un año y con efectos desde la fecha de cumplimiento de la pena o sanción.

Artículo 28. - Reingreso al servicio activo

1. El funcionario que se encontrara en alguna de las situaciones contempladas en los artículos anteriores con derecho a reserva de plaza en la localidad desde laque accedió a esa situación, cuando lo solicite, reingresará al servicio activo en una plaza de 'esa localidad para desempeñar funciones de su mismo grupo profesional y categoría.

2. Si no tuviere derecho a reserva de plaza, para reingresar á la situación de servicio activo, el funcionario deberá participar en el correspondiente concurso para provisión de plazas de su grupo profesional y categoría. Hasta que se convocare el correspondiente concurso, el funcionario podrá reingresar al servicio activo mediante su adscripción provisional a una plaza vacante de su grupo profesional y categoría, con la obligación de participar en el primer concurso que se convoque.

CAPITULO V '

Régimen disciplinario de los funcionarios

Artículo29.- Responsabilidad disciplinaria.

1. El funcionario incurrirá en responsabilidad disciplinaria por las faltas que cometa, tipificadas en esta ley.

2. Incurrirán en responsabilidad no solo los autores de las faltas, sino también los superiores que las toleren, los funcionarios que las encubran y los que induzcan a su comisión.

Artículo 30. -. Principios de la potestad disciplinaria.

1. La Administración sancionara disciplinariamente las infracciones que el funcionario pudiera cometer en el ejercicio de las funciones que tenga asignadas, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial o penal que pudiera derivarse.

2. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de criminalidad, la Administración suspenderá su tramitación y lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal.
3. Los hechos declarados probados en resoluciones judiciales firmes vinculan a la Administración.

4. Solo serán sancionables las acciones u omisiones que en el momento de producirse, constituyan infracción disciplinaria.

S. Las sanciones se impondrán y graduarán atendiendo a criterios de responsabilidad, proporcionalidad, reiteración y. perturbación del servicio.

6. Las sanciones disciplinarias se anotarán en el expediente personal del interesado, con expresión de los hechos imputados.

Artículo 31. - Clase de faltas

Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves y leve según el grado en el que se haya vulnerado la legalidad y la gravedad de los daños causados al interés publico, al patrimonio o bienes de la Administración o a los ciudadanos y el descrédito para la imagen pública de la Administración.

Artículo 32. - Faltas muy graves.

Son faltas muy graves:'

1.- El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y al Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, en el ejercicio de la función pública.

2.- La actuación que suponga discriminación por razón de raza, sexo, religión, lengua, opinión, nacimiento, vecindad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

3.- El abandono del servicio, así como no hacerse cargo de las tareas o funciones al ser nombrado para ocupar una plaza opuesto de trabajo.
4.- La emisión de informes determinantes y la adopción de resoluciones o acuerdas declarados manifiestamente ilegales por el procedimiento y órgano competente, que causen daños muy graves al interés publicó, al patrimonio o a los bienes de la Administración o de los ciudadanos.'

5.- La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido acceso por razón de su cargo o función.

6.- La notoria falta de rendimiento que comporte inhibición en el cumplimiento de las tareas que tenga encomendadas.

7.- La violación de la neutralidad o imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en procesos electorales de cualquier naturaleza o ámbito.

8.- La desobediencia abierta a las ordenes o instrucciones de un superior directo, mediato o inmediato, emitidas por éste en el ejercicio de sus competencias, referidas a funciones de la plaza o del grupo profesional del interesado, salvo que constituyan una infracción manifiesta, clara y terminante de un precepto de ley o de cualquiera otra disposición general.

9.- La prevalencia de la condición de funcionario publico para obtener un beneficio indebido para sí o para otro.

10.- La realización de actividades declaradas incompatibles legalmente, cuando las mismas comprometan la imparcialidad o independencia.

11.- Los actos que impidan el ejercicio de los derechos fundamentales, de las libertades publicas y de los derechos sindicales.

12.- La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.

13.- La participación en una huelga a los que lo tengan expresamente prohibido por ley.

14.- El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales que hayan sido establecidos en caso de huelga.

15.- La grave agresión a cualquier persona con la que se relacionen en el ejercicio de sus funciones.

16.- El acoso sexual.

17.- La incomparecencia injustificada  a las Comisiones de investigación de las Cortes Generales o de las Cortes Valencianas, cuando sean requeridos y resulte legalmente exigible.

18.- El exceso arbitrario en el uso de la autoridad que cause perjuicio grave a los subordinados o a la Administración.

19.- Los demás supuestos previstos expresamente como falta my grave por Ley básica estatal o ley de la Generalitat Valenciana.

Artículo 33.- Faltas graves.

Son faltas graves:

1.- La falta de obediencia debida a los superiores y autoridades cuando no constituya falta muy grave.

2.- El abuso de autoridad en el ejercicio de sus funciones, cuando no constituya falta muy grave.

3.- Las conductas constitutivas de delito doloso relacionadas con las funciones ejercidas o que causen daño a la administración o a los ciudadanos, y que no constituyan falta muy grave.

4.- La tolerancia de los superiores respecto de la comisión de faltas muy graves o graves de sus subordinados.

5.- La grave desconsideración con los superiores, compañeros o subordinados.

6.- Causar graves daños en las instalaciones, material o documentos de los servicios.

7.- Intervenir en un procedimiento administrativo cuando se dé alguna de las causas de abstención legalmente señaladas.

8.- La emisión de informes y la adopción de acuerdos manifiestamente ilegales cuando causen perjuicio a la Administración o a los ciudadanos y no constituyan falta muy grave.

9.- El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en materia de incompatibilidades, cuando no suponga mantenimiento de una situación de incompatibilidad.

10.- El incumplimiento injustificado de la jornada laboral que, acumulado, suponga un mínimo de diez horas al mes.

11.- La tercera falta injustificada de asistencia al trabajo en un periodo de tres meses, cuando las dos anteriores hubiesen sido objeto de sanción por falta leve.

12.- La grave perturbación del servicio.

13.- El atentado grave a la dignidad de los funcionarios o de la Administración.

14.- La falta grave de consideración con los ciudadanos.

15.- Las acciones dirigidas a evadir los sistemas de control de horarios o a impedir que sean detectados los incumplimientos injustificados de la jornada laboral.

16.- La embriaguez o consumo de drogas durante el ejercicio de sus funciones.

17.- No guardar el debido sigilo respecto a los asuntos que se conozcan por razón del cargo, cuando causen perjuicio a la Administración.

Artículo 34.- Faltas leves.

Son faltas leves:

1.- El incumplimiento injustificado del horario de trabajo, cuando no suponga falta grave.

2.- La falta de asistencia injustificada al trabajo de un día.

3.- Las incorrecciones con el publico, superiores, compañeros o subordinados cuando no constituyan falta grave.

4.- El descuido o negligencia en el ejercicio de sus funciones.

5.- El incumplimiento de los deberes y obligaciones del funcionario siempre que no deba ser calificado como falta grave o muy grave.

Artículo 35.-Sanciones.

1.- Las faltas disciplinarias serán sancionadas del siguiente modo:

Separación del servicio, que comportara la perdida de la condición de funcionario.

Suspensión de empleo y sueldo, por un periodo de hasta seis años de duración, que comportara la perdida del derecho de reingreso en la plaza de a localidad de origen si fuera superior a seis meses.

Traslado forzoso del lugar de trabajo, que implique cambio de residencia sin derecho a indemnización, por un periodo mínimo de dos años y un máximo de cuatro.

Penalización de méritos a efectos de carrera administrativa o provisión de plazas, por un periodo minino de dos años y un máximo de cuatro.

Traslado forzoso, sin cambio de residencia; a plaza en departamento u organismo diferente.

Apercibimiento.

2.- A las faltas muy graves se aplicarán las sanciones de separación del servicio, suspensión de empleo y sueldo por un periodo superior a dos años y traslado forzoso con cambio de residencia; a las faltas graves se aplicaran las sanciones de suspensión de empleo y sueldo por tiempo inferior a dos años, penalización de méritos y traslado forzoso sin cambio de residencia; el apercibimiento quedara reservado a las faltas leves.

Artículo 36. Prescripción de faltas y sanciones.

1. Las faltas muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a los dos y las leves a los seis meses. Las sanciones muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a los dos y las leves al año.

2. El plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que la falta se hubiera cometido, y desde el cese de su comisión cuando se trate dé faltas continuadas.

3. El plazo de prescripción de las sanciones se contará desde la firmeza de la resolución sancionadora o desde que se quebrante el cumplimiento de la sanción cuando su ejecución ya hubiese comenzado.

4. El plazo de prescripción de las faltas se interrumpirá por la notificación del acuerdo de iniciación del procedimiento disciplinario, reanudándose el computo de dicho plazo si el expediente estuviera paralizado más de seis meses por causa no imputable al interesado. También se interrumpirá por la iniciación del proceso judicial correspondiente.

5. El plazo de prescripción de las sanciones se interrumpirá desde que se inicie, con conocimiento del interesado, el procedimiento de ejecución de la sanción impuesta, reanudándose el cómputo de dicho plazo si éste se hubiera paralizado durante más de seis meses por causa no imputable al sancionado.

Artículo 37.-Procedimiento sancionador

El procedimiento disciplinario que se establezca, se estructurará atendiendo a los principios de celeridad y economía procesal y deberá garantizar al funcionario expedientado los siguientes derechos:

a) Presunción de inocencia.

b) Audiencia al interesado.

c) Formular alegaciones en cualquier momento durante la tramitación del procedimiento.

d) Proponer cuantas pruebas sean adecuadas para la determinación de los hechos.

e) Asistencia de letrado a su costa o representante sindical.

f) Separación y atribución a órganos distintos de las fases instructora y sancionadora.

g) Medidas cautelares que no puedan causar perjuicios de difícil o imposible reparación.

TÍTULO III

ESTATUTO DE LOS DIRECTIVOS PUBLICOS

Artículo 38.- Directivos públicos

1. Tendrá la consideración de Directivo público el que, en virtud de nombramiento legal y con carácter temporal le es confiada en la Administración la ejecución y responsabilidad de un conjunto homogéneo y estable de funciones y actividades para el logro de unos objetivos susceptibles de ser medidos y evaluados, y retribuido con cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin.

2. En cualquier caso, serán considerados Directivos públicos:

a Los Subsecretarios y Directores Generales de la Administración de la Generalitat.

b) Los responsables de' programas temporales de especial relevancia o trascendencia para el Gobierno Valenciano.

c) Los responsables ejecutivos de los entes de derecho publico o de empresas públicas dependientes directamente o vinculadas de la General y los miembros de los órganos consultivos, cuando esté previsto en sus normas de creación.

d) Los puestos que así estén expresamente clasificados en los reglamentos orgánicos o funcionales.

3. A quienes tengan la consideración de directivos públicos les será de aplicación las normas relativas a los funcionarios, en tanto sean compatibles con su naturaleza y funciones.

4. Para dirigir los programas o desempeñar los cometidos de carácter temporal, a que se refiere el anterior apartado 2 b), que por su trascendencia requieran de una singular y notoria cualificación y de una acreditada experiencia profesional, el Gobierno podrá formalizar contratos de alta dirección que se regirán por la legislación laboral.

Articulo 39.- Principios reguladores

1. El Directivo publico estará sometido a control y evaluación de la gestión desarrollada y sujeto a responsabilidad ante el órgano superior.

2. Dicha responsabilidad supone imputarle los resultados obtenidos en el ejercicio de funciones y actividades asignadas o el logro de objetivos marcados en términos de eficacia y eficiencia, dentro del cumplimiento de la legalidad.

3. La permanencia del Directivo público en su puesto de trabajo la percepción de las retribuciones complementarias que se le fijen, estará sujeta al logro de resultados, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 20 del artículo 41.
Artículo 40.- Nombramiento de los Directivos Públicos
1. Los Directivos públicos a que se refieren los supuestos a) y c) del apartado 2 del articulo 38 de esta Ley, serán nombrados por Decreto del Gobierno Valenciano, a propuesta del Conseller del respectivo departamento, de entre  personas cuya capacidad se ajuste al perfil del puesto y funciones a ejercer, con experiencia profesional acreditada en el sector publico o privado.

2. Los Directivos públicos a que se refiere el supuesto b) serán designados por el Conseller del respectivo departamento, de entre funcionarios o personas cuya capacidad se ajuste al perfil del puesto y funciones a ejercer, con experiencia profesional acreditada.

3. Los Directivos públicos a que se refiere el supuesto d) serán designadas por el Conseller del respectivo departamento, de entre funcionarios de cualquiera de las Administraciones públicas, de acuerdo con el procedimiento y requisitos que se determinen y en el que se garantizará la convocatoria publica y la evaluación profesional de idoneidad al perfil del puesto.

Artículo 41.- Determinación de objetivos y evaluación

1. El Directivo público conocerá, por escrito, los objetivos a cumplir que le fije el órgano superior, entre los que podrán incorporarse los de carácter general para la Administración, así como los Indicadores que se determinen para verificar su grado de cumplimiento.

2. Cuando proceda, se documentará por escrito cualquier modificación o circunstancia sobrevenida que incida en el cumplimiento de los objetivos.

Artículo 42.- Duración del mandato, renovación y remoción

1.
La duración del nombramiento del Directivo público estará en función de la naturaleza de su cometido.

2. Cumplido el periodo de ejecución de los objetivos, el superior jerárquico procederá a una evaluación escrita del grado de cumplimiento de los mismos, a la que se incorporarán las observaciones que pudiera realizar el Directivo.

3. En función del resultado de la evaluación realizada, el órgano competente podrá renovar el mandato del Directivo.

Artículo 43.- Retribuciones

1. La retribución de los Directivos Públicos so compondrá de una parte fija y otra variable que se determinaran anualmente en la Ley de Presupuestos.

La parte variable se fijará en función del grado de cumplimiento de los objetivos, tanto de los que específicamente se le fijen como de los mas generales de la Administración.

2. La cuantía. máxima de la parte variable constara en el nombramiento, así como los criterios que regirán su percepción en función del grado dé cumplimiento de los objetivos.

TITULO IV

PERSONAL EVENTUAL

Artículo 44,- Personal eventual
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento legal y con carácter no permanente, realice funciones expresamente calificadas de confianza y asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin.

2. El nombramiento y cese del personal eventual será libre. El cese nunca generará derecho a indemnización y, en todo caso, cesará cuando lo haga la autoridad que lo nombró.

3. El personal eventual se someterá, en cuanto le sea aplicable, al régimen de derecho administrativo señalado en esta ley y, en ningún casó, podrá constituir mérito para el acceso a la función pública la condición de personal de confianza,

TITULO V

PERSONAL HABILITADO.

Artículo 45,- Personal habilitado.

1. Es personal habilitado quien, habiendo superado el proceso a que se refiere el artículo 53 de esta Ley, es llamado para realizar temporalmente funciones en la administración pública y ocupar provisionalmente una plaza vacante en un grupo profesional, hasta su provisión definitiva por funcionario o efectuar sustituciones por, bajas temporales de funcionarios.

2. Cualquiera que sea la categoría de la plaza vacante o del funcionario sustituido, el habilitado realizará las funciones correspondientes a la categoría básica, y será retribuido con arreglo a esta última.

3. El personal habilitado no podrá ocupar las plazas vacantes ni efectuar sustituciones de puestos de jefatura ni de Directivo publico.

4. En lo no previsto en esta Ley para el personal habilitado, se aplicarán las normas relativas a los funcionarios públicos, en tanto sean compatibles con su naturaleza y funciones.

TITULÓ VI

PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN DE LOS RECURSOS HUMANO EN LA ADMINISTRACION PUBLICA

CAPÍTULO I

Planificación

Artículo 46.-- Planificación de recursos humanos
1. Se entenderá por planificación de los recursos humanos la previsión motivada y razonada, para un determinado periodo de tiempo, de las medidas que la Administración considera adecuadas para adaptar el número y características de su personal a las necesidades de los servicios públicos.

2. La planificación de los recursos humanos se realizara mediante Decreto del Gobierno y contendrá la oferta publica de empleo, consistente en la previsión de los procesos selectivos necesarios para incorporar nuevos efectivos a los diferentes grupos profesionales de la Administración, y los planes de ordenación que supongan ajuste de plazas de trabajo, movilidad geográfica y adaptación profesional.

3. Una vez previsto un plan de ordenación en el correspondiente Decreto de planificación, las medidas concretas para su ejecución se negociarán con los representantes de los trabajadores y se aprobaran por acuerdo del Gobierno.

4. Para la ejecución de un plan de ordenación, podrán utilizarse las siguientes medidas:

a)Suspensión de procesos de selección o provisión que incidan en el ámbito afectado.

b)Modificación de estructuras organizativas.

c)Cambio de ubicación geográfica de colectivos.

d) Adjudicación de plazas y puestos de forma directa o mediante procesos de provisión restringidos a determinados colectivos.

e) Procesos de formación.

f) Procesos selectivos específicos de promoción interna o cambio de grupo profesional, dirigidos a determinados colectivos.

g) Prestación de servicios a tiempo parcial.

CAPÍTULO II

Gestión de recursos humanos

Artículo 47.-Competencias

La. gestión de los recursos humanos en la Administración del Gobierno Valenciano corresponderá al Conseller que tenga asignadas las competencias en función pública, de acuerdo con las directrices que al respecto establezca el Gobierno

Artículo 48.- Grupos profesionales y categorías

1. A los efectos de esta Ley, se considera grupo profesional al conjunto de funcionarios que realizan funciones de la misma naturaleza en virtud de una determinada titulación, formación, aptitud o especialización profesional.

2. Todo funcionario se integrará en un grupo profesional de acuerdo con el proceso. selectivo. que haya superado y ostentará dentro del mismo una categoría.

3. Cada grupo profesional comprenderá entre cuatro y siete categorías, ordenadas de mayor a menor, de acuerdo con la calificación, experiencia, especialización y responsabilidad de las funciones a ejercitar.

4. Por ley de la Generalitat se crearan, modificaran o suprimirán los grupos profesionales, las funciones de cada uno de ellos y los requisitos de acceso a los mismos.

Artículo 49.-Carrera profesional

1. La carrera profesional del funcionario consistirá en el ascenso de categoría dentro de del grupo profesional en el qué realice funciones en la Administración.

2. El funcionario ingresara en la Administración en la categoría básica del grupo profesional correspondiente.

3. EI funcionario tendrá derecho a movilidad dentro de su categoría, y a ascender dentro de su grupo profesional, de acuerdo con los siguientes procedimientos:

a) Las plazas vacantes de cada categoría profesional se proveerán mediante concurso, en el que fundamentalmente se valorará la antigüedad en la misma.

b) Las plazas no cubiertas y las nuevas vacantes resultantes del proceso previsto en el apartado anterior se proveerán' por, funcionarios pertenecientes a la categoría inmediata inferior, el 80 por ciento, mediante concurso de méritos, en el que se valorará fundamentalmente el trabajo desarrollado y los cursos, de formación y perfeccionamiento superados, entre quienes hayan prestado servicios efectivos durante al menos un año en la categoría desde la que acceden, pudiendo establecerse además como requisito previo la superación de un curso de acceso.

c) El 20 por ciento restante se proveerán por funcionarios que hayan prestado servicios efectivos en la categoría inmediata inferior durante al menos seis años, mediante concurso, en el que fundamentalmente se valorará la antigüedad en la categoría desde la que se accede y hubieran superado el curso de acceso, cuando sea exigible para quienes accedan por el procedimiento establecido en el apartado anterior.

4. Los procedimientos provisorias previstos en él apartado anterior se llevarán a cabo de acuerdo con las normas que reglamentariamente se dicten al efecto, y se realizarán por la Comisión de Calificación y selección del personal prevista en esta Ley, que formulara las oportunas propuestas de adjudicación al órgano competente.

Artículo 50.- Evaluación del rendimiento en el desempeño de las funciones.

1. Las funciones realizadas por el funcionario serán objeto de evaluación, a los efectos y en los supuestos previstos en esta ley. Ello comportará la calificación de la actitud y rendimiento en las tareas que tenga asignadas, así como el nivel de cumplimiento de los objetivos propuestos

2. La evaluación de los objetivos realizara con arreglo a unos parámetros homogéneos y contrastables previamente establecidos y conocidos por el interesado.

CAPITULO III

Selección del personal

Artículo 51.- Admisión a los procesos de selección

Para ser admitido a los procesos selectivos se requerirá:

a) Tener la nacionalidad española, la de un Estado miembro de la unión europea o la de un Estado con el que exista reciprocidad por tratado o convenio suscrito con nuestro país, ser mayor de edad y no exceder de la edad de jubilación forzosa

b) Estar en posesión del titulo académico y de la formación que se requiera para el ingreso en el grupo profesional correspondiente, o en condiciones de obtenerlos era la fecha que termine el plazo de presentación de solicitudes.

c) Poseer la capacidad funcional necesaria para el desempeño de las tareas habituales del Grupo correspondiente.

d) No hallarse inhabilitado ni suspendido para el ejercicio de funciones publicas y no haber sido separado del servicio de una administración publica, mediante pena o sanción administrativa que hubieran adquirido firmeza.

e) Estar en posesión de título suficiente acreditativo del conocimiento del valenciano de acuerdo con las exigencias del Grupo correspondiente, o adquirir el compromiso de obtenerlo en el plazo que se determine reglamentariamente.

Artículo 52.- Procesos de selección de funcionarios

1. La selección de los aspirantes á ingresar como funcionarios en la Administración, se realizará mediante convocatoria publica y consistirá en superar el correspondiente proceso selectivo que permita comprobar y evaluar los conocimientos, habilidades y destreza que requieran las funciones a desempeñar para cada grupo profesional.

2. Los procesos de selección garantizaran la efectividad de los principios constitucionales de igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

3. La selección se efectuará a través de alguno de los siguientes procesos:

a)Acceso libre, al que podrá concurrir el aspirante que reúna los requisitos que se establecen en el artículo 51 de esta Ley y supere las dos fases eliminatorias que comprenderá el proceso selectivo, cada una de las cuales podrá comportar la realización de una o más pruebas teóricas o prácticas.

En la primera fase, se contrastará, básicamente, la formación de carácter general inherente a la condición de servidor publico, de acuerdo con él nivel académico y especialización del grupo profesional a que corresponda el proceso de selección,  En la segunda fase, se evaluarán las capacidades que requiera la función concreta a desempeñar.

b) Acceso por promoción interna, a la que podrá concurrir el funcionario de otro grupo profesional, que reúna los requisitos que establezca la correspondiente convocatoria. El proceso selectivo será idéntico al contemplado en el apartado anterior.

Los anteriores procesos selectivos podrán incluir un curso selectivo o periodo de prácticas y una entrevista.

c) Acceso por concurso, de carácter excepcional, a aquellos grupos profesionales que requieran una titulación y formación muy especifica. Podrán concurrir quienes reuniendo los requisitos establecidos en el artículo 51 de esta Ley, tengan la experiencia y cualificación establecidas en la correspondiente convocatoria. El proceso selectivo consistirá en la evaluación de los méritos y en una entrevista.

4. El número de seleccionados al final del proceso no podrá ser superior al numero de plazas convocadas.

5. La Administración adoptará las medidas adecuadas para que las personas discapacitadas accedan al empleo publico.

6. Las convocatorias a los procesos de selección y sus correspondientes bases, se publicaran en el Diario Oficial de la Generalitat Valenciana y vincularan a la Administración, a los órganos de selección y a quienes participen en éstas.

Artículo 53.- Proceso de selección de habilitados.

1. Los aspirantes que habiendo superado, al menos, la primera fase del proceso de selección de acceso libre, hayan resultado eliminados, podrán adquirir la condición de habilitados, a que se refiere el artículo 45 dé esta Ley, para realizar temporalmente funciones del grupo profesional correspondiente, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

a) Concluido el proceso de selección de acceso libre para el grupo profesional de que se trate, se formará una bolsa de habilitados.

b) El orden de prelación de la bolsa de habilitados se determinará de acuerdo con el numero de pruebas superadas y los puntos obtenidos más la puntuación que se deduzca de los méritos del expediente académico, la experiencia profesional, las titulaciones y los cursos deformación realizados y relacionados con el grupo profesional.

2. Reglamentariamente se determinará el régimen de funcionamiento de las bolsas de habilitados.

Artículo 54.- Acceso del personal habilitado a la condición de funcionarios.

1. Quienes formen parte de las bolsas de habilitados o estén desempeñando sus funciones como tales estarán obligados a participar en el primer proceso selectivo que se convoque para el acceso libre en el grupo profesional correspondiente en el que quedarán exentos de las pruebas que comprenda la primera fase. Si superasen la segunda fase, la puntuación obtenida en su día en la primera les será respetada a efectos de puntuación final.

2. Quien no superara el proceso deberá participar en el inmediato siguiente en las mismas condiciones, y si en esta ocasión tampoco lo superara, ello comportará su exclusión de la bolsa y el cese en las funciones que eventualmente pudiera estar desempeñando con carácter temporal.


CAPITULO IV

Organización del personal.

Artículo 55.- Estructuras administrativas.

1. Los órganos de la Administración se estructurarán en las unidades necesarias para desarrollar sus competencias de forma eficaz y eficiente, de acuerdo con los principios de jerarquía, descentralización funciona[, y coordinación, los cuales conformarán las estructuras administrativas.

2. En los Reglamentos orgánicos de cada Consellería u organismo, que deberán ser aprobados por Decreto del Gobierno, deberán figurar los órganos administrativos de rango superior, cuyas jefaturas tengan carácter de puestos directivos.

3. Los órganos administrativos inferiores se determinarán mediante orden del titular de la correspondiente Consellería, previo informe favorable de los departamentos competentes en materia de hacienda y. función pública.

Artículo 56.- Puestos de trabajo singulares y de jefatura

1. Son puestos de trabajo de jefatura, aquellos desde. los que se ejercen funciones de dirección, supervisión o coordinación de las unidades administrativas.

2. Son puestos. de trabajo singulares aquellos desde los que se ejercen funciones de características específicas y diferenciadas de las propias de los grupos profesionales, debido a su complejidad o especial responsabilidad.

3.  La denominación, adscripción orgánica, funciones, requisitos exigibles para su desempeño y sus retribuciones complementarias, se determinarán conforme a lo previsto en el apartado 3 del artículo anterior.

4. La provisión temporal de los puestos de trabajo singulares y de jefatura se realizará, a propuesta de la Comisión Superior de Calificación y Selección del Personal por el órgano al que corresponda el nombramiento, mediante el oportuno proceso provisorio, de entre aquellos 

funcionarios que reúnan los requisitos que se determinen y en- el que se evaluará, principalmente, la formación, aptitudes y experiencia profesional idóneas para el desempeño del puesto.

5. A los funcionarios nombrados para ocupar estos puestos de trabajo se les reservará plaza de su grupo profesional y categoría, en la localidad en que la ocuparen con anterioridad.

Artículo 57.- Las funciones.

Cuando no desempeñe puestos de trabajo singulares o de jefatura, el funcionario realizara las funciones asignadas genéricamente al grupo profesional y categoría a que pertenezca, en la unidad administrativa del órgano en el que se integre la plaza que ocupare, bajo las instrucciones y directrices dictadas por sus superiores jerárquicos.

Artículo 58.- Formación

1. El funcionario tiene el derecho y el deber al perfeccionamiento continuado de sus conocimientos, habilidades y destrezas, para mejorar en el desempeño de sus funciones y contribuir a su promoción profesional.

2. La Administración programará y regulará con cargo a sus presupuestos, cursos para la mejora de la eficiencia y calidad del servicio al ciudadano y para la promoción profesional del funcionario.

Artículo 59.- Registros de personal

1. La Administración mantendrá un Registro de todos los funcionarios, en el que se hará constar sus circunstancias personales y cuantos actos administrativos se dicten en relación con los mismos.

2. La Administración determinará los requisitos y procedimientos para la utilización del registro como instrumento de gestión de recursos humanos y las cautelas que habrán de establecerse para garantizar la. confidencialidad de los datos, de acuerdo con la legislación vigente sobre la materia.


TITULO VII

LA COMISION SUPERIOR DE CALIFICACIÓN Y SELECCIÓN DEL PERSONAL

Artículo 60.- La Comisión Superior de Calificación y Selección de Personal 
1. Se crea la Comisión Superior de Calificación y Selección de personal como órgano colegiado al que le corresponderá:'

Proponer e informar las normas que han de regir los procesos de selección y provisión, movilidad y carrera administrativa.

Proponer al órgano competente, los miembros que han de formar los Tribunales de Selección y las Comisiones de Evaluación previstas en esta ley.

Impartir directrices a los Tribunales de Selección y Comisiones de evaluación para unificar los criterios que han de regir los procesos de selección y provisión.

Conocer e informar sobre las reclamaciones y recursos contra las actuaciones de los Tribunales de Selección y Comisiones de Evaluación.

Elevar al órgano competente en materia de función publica, la propuesta, de nombramiento como funcionarios de carrera de quienes superen el proceso selectivo. Así misma elevara al órgano competente en la materia, la  propuesta de resolución de los procesos provisorios de puestos singularizados o de jefatura para su adjudicación.

Proponer el nombramiento de los seleccionados al órgano competente.

Todas aquellas competencias que específicamente le puedan ser asignadas en materia de selección y provisión de personal.

2. La Comisión Superior de Calificación y Selección actuará con independencia, objetividad, neutralidad y coherencia en sus decisiones.

Artículo 61.- Composición

1. La Comisión Superior de Calificación y Selección de personal estará integrada por un presidente, un secretario y cinco vocales.

2. El nombramiento de sus miembros se realizará, para un periodo de cuatro años por acuerdo del Gobierno, a propuesta de la Consellería competente en materia de función publica, entre funcionarios  de reconocida calificación profesional y experiencia acreditada en el ámbito de la Administración Pública y de la Universidad, con titulación superior.

3. Cuando el proceso de selección requiera conocimientos especializados, la Comisión Superior de Calificación y Selección de Personal propondrá el nombramiento, por resolución del Conseller competente en materia de función pública, a los vocales temporales precisos.

Artículo 62.- Estatuto

Los miembros de la Comisión Superior de Calificación y Selección de personal mantendrán su reserva de plaza en la localidad donde la ocuparen en el momento de su nombramiento, y no podrán participar en los procesos de provisión dé puestos singularizados o de jefatura ni ser nombrados personal directivo mientras dure su mandato.

TÍTULO VIII

COMISIÓN DE GARANTÍAS DE LA FUNCIÓN PUBLICA

Artículo 63.- Comisión de Garantías de la Función Pública.

1. Se crea la Comisión de Garantías de la Función Publica, como órgano colegiado de la Administración encargado de velar por la correcta aplicación de la presente Ley y dei resto de la normativa sobre el personal al servicio de la Administración Pública.

2. Corresponde a la Comisión de Garantías de la Función Publica:

a) En los procedimientos contenciosos en materia de función pública, promover acuerdos entre la Administración y los demandantes que impliquen la desaparición del litigió, siempre que lo acordado no fuera contrario al ordenamiento jurídico ni lesivo al interés público o de terceros.

b) Actuar como órgano de conciliación, arbitraje o mediación, en materia de función publica, y en especial en lo relativo a la determinación de las condiciones de trabajo del funcionario o en la interpretación y ejecución de los pactos o acuerdos suscritos por la Administración y las organizaciones sindicales.

c) Informar de los proyectos de normas que afecten a los .contenidos en la presente Ley, así como en todos los demás supuestos que someta a su consideración el Gobierno o sus miembros.

Artículo 64. - Composición.

1.- La Comisión de Garantías de la función publica estará formada por un presidente y cuatro vocales, uno de los cuales hará de secretario.

2. El nombramiento de sus miembros para un periodo de cuatro años, se realizara por Decreto del Gobierno Valenciano a propuesta del Conseller competente en materia de función publica, entre funcionarios de la Administración y de la Universidad o de profesionales de reconocido prestigio.

TITULO IX

DETERMINACIÓN DE LAS CONDICIONES DE TRABAJO

Articulo 65.- Negociación

1. El funcionario público participará en la determinación de las condiciones de prestación de sus servicios a través de sus órganos de representación.

2. Será objeto de negociación con los representantes de los funcionarios:

a)El incremento, determinación y aplicación de las retribuciones complementarias.

b)El desarrollo de los planes de ordenación de recursos humanos.

c)Los sistemas de selección de los funcionarios.

d)Los programas y fondos para la acción de promoción interna, formación y perfeccionamiento de los funcionarios.

e)La normativa sobre carrera profesional de los funcionarios públicos. f)
Propuestas sobre derechos sindicales de participación.

g)Las medidas sobre prevención de riesgos laborales,

h)Aquellas materias que afecten, de al algún modo, al acceso a la función pública, carrera administrativa, retribuciones, o a las condiciones de trabajo de los funcionarios públicos y cuya regulación exija norma con rango de Ley de las Cortes Valencianas.

i)Las medidas asistenciales y en general cuanto afecte a las condiciones de trabajo y al ámbito de relaciones de los funcionarios públicos y sus Organizaciones Sindicales con la Administración.

3. Los representantes de los funcionarios conocerán dé la Administración:

a) Los informes, dictámenes y proyectos que afecten exclusivamente al personal incluido en el ámbito de su representación.

b) Las sanciones disciplinarias por faltas graves o muy graves.

c) Autorizaciones de compatibilidad.

4. Quedan excluidas de la obligatoriedad de la negociación las decisiones de la Administración que afecten a sus potestades de organización, al ejercicio del derecho de los ciudadanos ante los funcionarios públicos y al procedimiento de formación de los actos y disposiciones administrativas.

5. Cuando las decisiones de la Administración afecten a las condiciones de trabajo de los funcionarios públicos, procederá consulta a las Organizaciones Sindicales presentes en el foro de negociación del ámbito correspondiente.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Programas de trabajo temporal,

1. La Administración podrá contratar personal para la ejecución de programas o trabajos de carácter temporal.

2. Los trabajos temporales o programas habrán de referirse a actividades no habituales en la Administración que no sean las propias de ningún grupo profesional.

3. Al personal contratado le será aplicable la legislación laboral, en la modalidad que proceda, por trabajos temporales o de obra determinada y cesará al término del programa o trabajo.

Segunda. Asistencias técnicas.

Cuando la necesidad consista en la obtención de un trabajo definido y completo, la Administración no disponga de los medios materiales y personales necesarios, y no resulte conveniente dotarse de los mismos por el carácter inhabitual o coyuntural de la necesidad, podrá procederse a la contratación de asistencias técnicas, de acuerdo con lo previsto en la legislación de contratos de las Administraciones públicas

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Primera. Adaptación del actual sistema al previsto en esta Ley.

En el plazo de seis meses a partir de la promulgación de esta Ley, el Gobierno presentará a las Cortes Valencianas, para su aprobación, un proyecto de ley por el que se creen y regulen los grupos profesionales y categorías de funcionarios previstos en la misma, y las medidas transitorias necesarias para que el conjunto de derechos y obligaciones que rigen actualmente para los funcionarios se adapte al que se establece en esta Ley, en especial los relativos a la carrera profesional y sistema retributivo.

Segunda. Personal interino o integrado en bolsas de trabajo.

1. El personal que, a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentre ocupando un puesto como interino, o forme parte de una bolsa de trabajo, conservará esta condición y deberá participar en el primer proceso selectivo de acceso libre correspondiente que se convoque. Si no lo superase, deberá presentarse a la segunda convocatoria, y si tampoco superase este proceso selectivo, cesará en su puesto o causara baja en la bolsa de trabajo.

2. En la Ley a que se refiere la Disposición Transitoria Primera,. se regularán también las condiciones de integración de este personal en las bolsas de habilitados reguladas en la presente Ley. 

Tercera.- Personal laboral.

1.El personal laboral que, a la entrada en vigor de la presente Ley y preste servicios de forma temporal en la Administración, permanecerá en dicha situación hasta la finalización de su contrato.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Queda derogado el Decreta Legislativo de 24 de octubre de 1995, por el que se aprueba e Texto Refundido de la Ley de la Función Pública Valenciana, y demás disposiciones con rango legal o reglamentario dictadas en materia de función pública, en las materias cuya regulación se oponga a lo previsto en los artículos que entran en vigor de la presente Ley, con arreglo su Disposición final Primera.

DISPOSICIONES FINALES.

Primera. Entrada en vigor

1.. Entrarán en vigor, al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Generalitat Valenciana, los artículos 1, 2, 3, 5, 8, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 47, 55, 58,,59, 60, 61, 62, 63, 64 y 65, Disposiciones Adicionales, Transitorias y Derogatoria de la presente Ley.

2. El resto de su articulado entrará en vigor simultáneamente con la Ley a que se refiere su Disposición Transitoria Primera.

Segunda. Desarrollo reglamentario de la Ley.

El Gobierno de la Generalitat Valenciana dictará las disposiciones complementarias necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Ley.

Valencia, 10 de abril de 2002

EL CONSELLER DE JUSTICIA Y

ADMINISTRACIONES PUBLICAS

Carlos González Cepeda
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